VISTOS: Los presentes caratulados "DI FILIPPO, Carolina N. c. CARAMUTTI, Zulma y Ots. s. Daños y Perjuicios", Expte. Nro. 1454/2007, y su acumulado "DI FILIPPO, Carolina N. c. CARAMUTTI, Zulma y Ots. s. Declaratoria de Pobreza", Expte. Nro. 917/2006, ambos en trámite por ante este Tribunal Colegiado de Responsabilidad Extracontractual de la Segunda Nominación de Rosario, venidos a despacho a fin de dictar sentencia, conforme se ordena a fs. 279 vta. de los citados en primer término, de los que surge lo siguiente.

1. A fs. 28 y ss., Carolina Natividad Di Filippo promueve demanda de indemnización de daños y perjuicios contra Zulma Marti de Caramutti y/o Diana Caramutti y/o Gabriel Caramutti, tendente a la percepción de los siguientes rubros: incapacidad parcial sobreviniente; gastos médicos y de farmacia; daño moral; y daño psicológico.

Relata que, en fecha 23.03.2006, en horas del mediodía, pasaba frente a la finca de calle Superí 1818. En tales circunstancias, un perro de propiedad de los demandados cayó pesadamente desde la terraza ubicada a unos cuatro metros de altura sobre la nuca de la actora. Describe las secuelas dañosas.

Atribuye responsabilidad en función de lo previsto por el art. 1124 , CC.

Funda su derecho y ofrece pruebas.

2. Citada y emplazada la parte demandada (fs. 34 vta.), a fs. 35 y ss. comparece y contesta demanda la codemandada Zulma Marti, efectuando negativa puntual de los hechos afirmados por la actora en el escrito inicial.

Aduce que el 23.03.2006 el mencionado perro efectivamente cayó de la cochera de su domicilio en circunstancias en que salía la actora del mismo, pero en ningún momento lo hizo sobre la accionante sino al lado de la misma. Refiere la preexistencia de dolencias físicas en la actora.

Ofrece pruebas.

3. A fs. 41 y ss., comparece y contesta demanda la coaccionada Diana Caramutti, efectivizando negativa de estilo.

Refiere análogas circunstancias fácticas que las narradas por la codemandada litisconsorte.

A fs.44 interpone excepción de falta de legitimación pasiva, expresando no ser dueña ni guardián ni tenedora del mencionado perro o de cualquier otro que habite en el inmueble de calle Superí 1818 de Rosario.

Ofrece pruebas.

4. A fs. 49 y ss., comparece y contesta demanda el codemandado Gabriel Caramutti, negando puntualmente los hechos afirmados por la contraria en el escrito inicial.

Refiere análogas circunstancias fácticas que las narradas por las codemandadas litisconsortes.

A fs. 52 interpone excepción de falta de legitimación pasiva, expresando no ser dueño ni guardián ni tenedor del mencionado perro o de cualquier otro que habite en el inmueble de calle Superí 1818 de Rosario.

Ofrece pruebas.

5. Corridos los pertinentes traslados (fs. 46 y 54), a fs. 58 la actora responde las excepciones de falta de legitimación pasiva articuladas, peticionando su rechazo.

Refiere que los coaccionados son responsables objetivamente como propietarios y/o guardianes del perro que habitaba a la fecha del hecho en la calle Superí 1818 de Rosario.

6. Proveídas las pruebas (fs. 60), constan como producidas en autos las siguientes: a) informativas: Administración Provincial de Impuestos (fs. 63 y ss.), Hospital "Juan B. Alberdi" (fs. 70 y ss., y 153 y ss.), Hospital Provincial del Centenario (fs. 72 y ss., y 155 y ss.), Centro de Especialidades Médicas Ambulatorias (fs. 84 y ss., y 169 y ss.), Juzgado de Primera Instancia de Distrito en lo Penal de Faltas de la Primera Nominación de Rosario (fs. 93), Juzgado de Primera Instancia de Distrito en lo Penal de Faltas de la Segunda Nominación de Rosario (fs. 96), Archivo de los Tribunales de Rosario (fs. 101, 106, y 109 y ss.), Sanatorio Los Arroyos (fs. 103 y ss., y 142 y ss.), y Hospital de Emergencias "Dr. Clemente Álvarez" (fs. 152); b) periciales: médica (fs. 176 y ss.), y psicológica (fs. 193 y ss.); c) testimoniales: Mirta Monje (fs. 277 y vta.), y Daiana Micaela Romano (fs. 278); d) absoluciones de posiciones: de la codemandada Zulma Graciela Marti (fs.278 vta.), y de la actora Carolina Natividad Di Filippo (fs. 279); y e) instrumental: los caratulados "CARAMUTTI, Zulma s. Lesiones Culposas. Víctima: DI FILIPPO, Carolina Natividad", Sumario Nro. 1169/2006, que tramitara por ante el Juzgado de Primera Instancia de Distrito en lo Penal Correccional de la Segunda Nominación de Rosario (en copias certificadas, a fs. 14 y ss.).

Designada la audiencia a los fines del art. 555 , CPCC (fs. 248) y habida la misma (según da cuenta el acta de fs. 277 y ss.), quedan los presentes en estado de emitir pronunciamiento definitivo.

Y CONSIDERANDO:

1. Cabe indicar, como previo al análisis de los hechos expuestos por la actora, que en el proceso penal (Sumario Nro. 1169/2006) se ha dispuesto el archivo de las actuaciones, en función de lo previsto por los arts. 185 y 200 del Código Procesal Penal (vide Resolución Nro. 1619, de fecha 17.05.2006, en copia certificada a fs. 25).

Tal decisión firme permite al Tribunal Civil examinar la responsabilidad del hoy demandado en el hecho, por la distinta naturaleza de la responsabilidad penal y civil, extremo que se hace constar expresamente por la disposición contenida en el art. 1103 , CC.

2.Por razones de índole metodológica, ha de continuarse por verificar la ocurrencia del hecho que se invoca como productor de los daños reclamados, para luego discurrir en la responsabilidad y la procedencia del resarcimiento, orden de análisis lógico, ya que no pueden evaluarse daños (en rigor, esto último luce inoficioso) si no se concluye antes el acaecimiento del suceso y la atribución de responsabilidad de la parte a la cual se le reclama su reparación.

Lo indicado resulta de fundamental importancia en razón que la comprobación de la existencia de las circunstancias afirmadas como ocurridas es el presupuesto necesario e insoslayable para luego aplicar el precepto jurídico que corresponda y decidir conforme a derecho la cuestión planteada (ROSEMBERG, Leo; "La Carga de la Prueba", 2° edición, Buenos Aires, B. de F., 2002, pág. 27).

Dicho de otro modo mas en igual sentido, en cada proceso debe probarse todo aquello que forma parte del presupuesto fáctico para la aplicación de las normas jurídicas, con la excepción del privilegio de exención probatoria conferido por la ley (DEVIS ECHANDÍA, Hernando; "Compendio de la Prueba Judicial", Santa Fe, Rubinzal Culzoni, 2000, tomo I, pág. 87).

2.1. En autos invoca la actora que, en fecha 23.03.2006, en horas del mediodía, pasaba frente a la finca de calle Superí 1818; y que, en tales circunstancias, un perro de propiedad de los demandados cayó pesadamente desde la terraza ubicada a unos cuatro metros de altura sobre la nuca de la actora, causándole los daños que invoca.

Análoga plataforma fáctica narró ante la autoridad prevencional, oportunidad en la que aseveró que "el día 23.03.2006 a las 13.30 horas, yo pasaba frente a la finca de calle Superí 1880, y de repente desde la terraza de ese domicilio, desde una altura de alrededor de cuatro metros (.), saltó un perro de raza mestiza, de color claro, no recuerdo bien su color, de tamaño grande, desconociendo si macho o hembra, que cayó pesadamente y en forma imprevista sobre mi cuerpo, más precisamente sobre mi nuca, por lo que quedé inconsciente tirada en el suelo y resulté lesionada en la cervical, en el labio y pómulo derecho. Que en ese momento salió la dueña del perro de nombre Zulma Caramutti, de alrededor de 50 años, domiciliada en el lugar, quien en ese momento me asistió y se encargó de llamar a una ambulancia. Que después se hicieron presentes algunos vecinos de la zona. Que una vez en el Hospital Alberdi me diagnosticaron traumatismo encéfalo craneano (.) este perro ya en otras oportunidades ha atacado a varios vecinos de la zona" (fs. 18 y vta.).

2.2. Las demandadas, a su turno, aducen que el 23.03.2006 el mencionado perro efectivamente cayó de la cochera del citado domicilio en circunstancias en que salía la actora del mismo, pero en ningún momento lo hizo sobre la accionante sino al lado de la misma. También refieren la preexistencia de dolencias físicas en la actora, negando el carácter de dueño o guardián los coaccionados Diana Caramutti y Gabriel Caramutti.

2.3.De las constancias probatorias rendidas surge lo siguiente.

En cuanto al carácter de propietarios del perro involucrado en el accidente, la codemandada Zulma Marti lo reconoce expresamente en ocasión de la prueba absolutoria (cf. resp. a la 3ra. posic., fs. 278 vta.). Y los codemandados Diana Caramutti y Gabriel Caramutti, por su parte, no comparecieron a la audiencia a los fines de absolver posiciones, a pesar de hallarse debidamente citados al efecto (cf. cédulas de fs. 250 y 251), por lo cual se solicitan los apercibimientos correspondientes (fs. 279), lo que permite tenerlos por confesos (art. 162 , CPCC) de los pliegos obrantes a fs. 271 y 272, en especial, de la posición tercera que refiere al carácter referido.

En otro orden de ideas, las partes no han controvertido que el perro de propiedad de los demandados efectivamente saltó desde la terraza de la finca de calle Superí 1818.

Resta por dilucidar la materia del disenso, esto es, si el perro cayó sobre la actora o en la vereda a su lado. Al respecto, las pruebas producidas conducen derechamente a convencer al Tribunal de la veracidad de la narración de la actora, mientras que, por el contrario, ninguna de ellas resulta útil para apuntalar la versión de las demandadas.

En efecto, la testigo Mirta Monje aseveró que "venía de dejar mi nena en la escuela, estaba por cruzar Boedo cuando veo que el perro de la terraza de una casa se le vino desde la terraza encima de la señora (.). Yo vi que el perro cayó arriba de ella. (.) La actora iba con la bicicleta, caminando por la vereda, con la bicicleta en la mano" (fs. 277 y vta.).

Y avalando tal d eposición contamos con la testimonial de Daiana Micaela Romano, quien puntualizó que la actora "estaba en la vereda con la bicicleta, había un perro en la terraza de una casa que estaba por calle Superí, casi llegando a Boedo, era un perro beige, grande, el perro se tiró desde la terraza y le cayó encima, y ella se cae.(.) La terraza no tiene baranda (.)" (fs. 278).

3. Por la confirmación de los presupuestos fácticos, conforme los términos indicados en los puntos que anteceden, debe examinarse la responsabilidad siniestral.

Ingresando al análisis normativo de la cuestión, cabe destacar que el art. 1124 , CC, estatuye que "El propietario de un animal, doméstico o feroz, es responsable del daño que causare (.)".

Al respecto se ha dicho que "una jurisprudencia restrictiva ha convertido esta responsabilidad en un deber de reparar con base puramente objetiva" (BELLUSCIO, Augusto C. -Director-, "Código Civil y leyes complementarias. Comentado, anotado y concordado", Buenos Aires, Astrea, 1984, tomo 5, pág. 678), tesis en la que se enrola la más calificada doctrina (ídem, pág. 677, nota 14).

Y si bien ello no empece a que exista la posibilidad de encontrar una causal exoneratoria que se funda en la falta de culpa (art. 1127 , CC), no es menos cierto que en la especie no se ha acreditado el presupuesto fáctico que autoriza a aplicar tal dispositivo normativo, toda vez que se extrae de las probanzas merituadas precedentemente que la terraza no contaba con baranda de protección, no resultando tampoco de los hechos que el animal se encontrara atado.

En suma, habiendo reconocido (tanto expresa como fictamente) los tres coaccionados su carácter de propietarios del animal, a ellos ha de serles imputada la responsabilidad por el hecho que aquí se ventila.

4. Despejada la atribución de responsabilidad, debe pasarse revista a los daños cuya indemnización se demanda.

4.1. En lo que respecta al rubro incapacidad parcial sobreviniente, doctrinariamente considerada, la incapacidad es la falta de salud derivada de un hecho ilícito.

La invalidez física es un concepto médico antes que jurídico, ya que la captación normativa del complejo de hecho se integra también con las repercusiones que dicha minusvalía tiene en la capacidad de ganar dinero, que no es contemplado por la noción puramente médica (cf. LORENZETTI, Ricardo Luis; "La lesión física a la persona.El cuerpo y la salud. El daño emergente y el lucro cesante", en Revista de Derecho Privado y Comunitario, Santa Fe, Rubinzal Culzoni, 1992, Nro. 1, pág. 101). Se configura cuando el ilícito deja una secuela irreversible que se traduce en disminución -total o parcial- permanente.

Es la línea básica del resarcimiento y, pese a la falta de mención en el art. 1086 , CC, se le considera incluida en el art. 1068, CC. De ahí que se haya ponderado que el evidente menoscabo anatómico y funcional, justifica por sí solo la indemnización del daño que tiene su fuente en el art. 1068, CC. La norma ha sido interpretada en el sentido de comprensiva de todos los supuestos susceptibles de reparación patrimonial, inclusive daños a la salud y a la integridad física.

Por ende, de acreditarse que la víctima sufrió una limitación funcional, igualmente se entiende producido un daño patrimonial que genera la obligación de indemnizar, aun cuando no hubiera tenido rentas, porque dicho daño tiene por finalidad cubrir no sólo las limitaciones de aquel tipo, sino también la proyección que aquélla tiene con relación a todas las esferas de su personalidad.

Se considera entonces que la indemnización que se otorgue por incapacidad sobreviniente debe atender, primordialmente, al mantenimiento incólume de una determinada calidad de vida, cuya alteración, disminución o frustración, constituyen en sí un daño resarcible, conforme a una visión amplia del problema tratado.

Para cuantificar el daño producido por lesiones sufridas a raíz de un accidente, deben tenerse presentes las características personales de la víctima (C.S.J.P.S.Fe, 29.12.1993, in re "SULIGOY, Nancy Rosa FERUGLIO de y Otros c. Provincia de Santa Fe", en A. y S., tomo 105, págs. 171 y ss.), en cuanto a edad, sexo, estado civil, nivel de capacitación, para el supuesto de que realizara tareas remuneradas si lo hacía o no en relación de dependencia.Es decir, debe ponderarse con estas pautas el perjuicio económico que la víctima del hecho sufre por la incapacidad física que presenta.

A efectos de determinar el monto de resarcimiento por incapacidad sobreviniente, los fallos precedentes pueden ofrecer una ayuda o pauta de cuantificación, cuando se trata de casos análogos o casos próximos, reuniendo características similares en aquellas variables consideradas relevantes para la decisión judicial.

En cuanto a las condiciones personales, ha de considerarse que la actora contaba con 62 años de edad al momento del accidente (cf. fs. 18) y declaró ser soltera y de ocupación ama de casa (ídem).

Si bien no acreditó percibir ingreso alguno, de la testimonial prestada por Irené Noemí Ocampo en el Expte. Nro. 917/2006, se extrae que la accionante "vendía ropa usada, pero actualmente no tiene nada, es pobre, era vendedora ambulante de ropa, con pocos ingresos" (fs. 38 vta.). Análogas consideraciones vertió Stella Beatriz Arias, expresando que "ella vendía ropa en bicicleta, ropa usada, obtenía ingresos escasos" (ídem).

En relación a su situación médica, concluye el perito actuante que la actora porta un 28 % de incapacidad (cf. pericial médica, a fs. 177 vta.), aseverando que "a raíz del siniestro la actora sufrió traumatismo cervical con dos (2) hernias post traumáticas que han sido reparadas (.)" (punto 1, fs. 177), que "es posible que la Sra. Di Filippo tuviera, dada su edad, algunos signos de osteofitosis probablemente asintomáticos o con mínimas molestias pero lo que es ALTAMENTE PROBABLE es que las protrusiones discales que aparecen en los estudios radiológicos hayan sido producto del enorme traumatismo sufrido por la caída del animal sobre su nuca; al no existir en las Historias Clínicas antecedentes de lesiones artrósicas previas es imposible determinar su existencia por lo que hay que concluir que las lesiones son consecuencia del traumatismo sufrido" (ídem), que "dada la ausencia de historia artrósica anterior ya que, según la HC del Hosp.Alberdi, la actora sólo fue asistida por problemas tiroideos y por un cuadro de hipertensión, (.) como únicas patologías (.), desconocemos lo ocurrido en años anteriores, no hay información" (punto 2, fs. 177 vta.), que "no hay registros de lesión preexistente" (punto 3, ídem), y que "en caso de preexistencia, el agravamiento hubiera sido más que importante por lo que estimamos que las lesiones sufridas y sus consecuencias residuales son secundarias al siniestro sufrido" (punto 5, ídem).

Teniendo en cuenta las facultades legalmente conferidas al Tribunal por el art. 245 , CPCC, y las condiciones particulares de la víctima que se explicitan precedentemente, se declara procedente el rubro y se fija el mismo en la suma de $ 55.800.-

4.2. En lo que atañe al rubro gastos médicos y de farmacia, la única probanza con la que se cuenta es la informativa del Sanatorio Los Arroyos (fs. 142 y ss.), que da cuenta de la efectiva erogación de $ 121.- Es que las restantes constancias constituyen instrumentos privados que no han merecido reconocimiento de parte de sus emisores, razón por la cual no cuentan con fehaciencia probatoria (arg. art. 1026 , CC).

Sin perjuicio de ello, entiende este órgano jurisdiccional que las lesiones causadas justificaban la adopción de medidas cuyo costo bien puede ser cuantificado por este Tribunal en uso de las facultades que le son propias.

Por lo expresado, teniendo nuevamente en cuenta las facultades legalmente conferidas al Tribunal por el art. 245, CPCC, se declara procedente el rubro y se fija el mismo en la suma de $ 800.-

4.3. En lo que atañe al daño moral sufrido a consecuencia del siniestro, se define al mismo como "una modificación disvaliosa del espíritu en el desenvolvimiento de su capacidad de entender, querer o sentir, que se traduce en un modo de estar de la persona diferente de aquél en que se encontraba antes del hecho, como consecuencia de éste y anímicamente perjudicial" (ZAVALA de GONZÁLEZ, Matilde; "Daños a las personas", tomo 2, pág.49).

4.3.1. Cabe consignar que, sobre la procedencia de su reparación, ha sostenido la Corte Suprema de Justicia de la Nación que "no figura entre las potestades de un estado constitucional imponer a los habitantes cargas que superen a las requeridas por la solidaridad social. Es obvio que, desde una especial -y respetable- concepción de la ética, puede mirarse a la reparación del daño moral como un apartamiento de las rigurosas exigencias que tal ética formula a quienes deseen seguirla. Pero no cabe que los jueces se guíen, al determinar el derecho, por patrones de moralidad que excedan los habitualmente admitidos por el sentimiento medio, pues, como lo señala Cardozo, "los jueces deben dar vigor con sus sentencias a la moralidad corriente de hombres y mujeres de conciencia recia" ("The nature of the judicial process", U.S., Yale University Press, 1937, pág. 106). En efecto, la decisión judicial no ha de reemplazar las opciones éticas personales cuya autonomía también reconoce el art. 19 de la Constitución Nacional. Ahora bien, en el sentimiento corriente, la actitud hacia las pérdidas definitivas no es aconsejar su asunción heroica, sino que se traduce en un activo intento de mitigarlas, aun a sabiendas de la pobreza de medios con que se cuenta a ese fin" (C.S.J.N., in re "SANTA COLOMA c. Empresa Ferrocarriles Argentinos", en ED, tomo 120, pág. 652).

Adentrándonos a la consideración de la determinación de su monto, cabe consignar que existen para ello distintos criterios, y que corresponde, desde ya, adelantar que este Tribunal, sig uiendo a la jurisprudencia mayoritaria, descarta que deban buscarse forzadas relaciones entre la suma otorgada por perjuicio material y la que haya de fijarse en concepto de daño moral.En efecto, ambas resarcen perjuicios de distinta naturaleza e, hipotéticamente puede concebirse el uno sin el otro.

Es así que se ha entendido que "A los fines de la fijación del quantum del daño moral debe tenerse en cuenta el carácter resarcitorio de este rubro, la índole del hecho generador de la responsabilidad y la entidad del sufrimiento causado, que no tiene necesariamente que guardar relación con el daño material, pues no se trata de un daño accesorio a éste" (C.S.J.N., 09.12.1993, in re "GÓMEZ ORUE de GAETE, Frida A. y Otra c. Provincia de Buenos Aires", JA 1997-II, síntesis).

Sobre el tema en cuestión ha sostenido la Corte Suprema de Justicia de la Nación que "Ya se ha señalado entre nosotros con relación a la cuantía del resarcimiento del daño moral, que: "De nada vale sostener, por un lado, que debe resarcirse a la víctima, para luego, a la hora de determinar el monto de la indemnización, hacerlo con una suma puramente simbólica, sin entidad alguna, que nada compensa (.)"; muy por el contrario, a la víctima le interesa recibir una suma dineraria que tenga alguna entidad, jerarquía o importancia", lo cual "sugiere, en última instancia, la necesidad de un límite mínimo: no debe ser irrisoria". Con similares lineamientos pero más concretamente se ha destacado asimismo que "Nada autoriza a excluir al daño moral del principio de la reparación plena y del régimen predeterminado de imputación de consecuencias que consagra el Código Civil, al que está indisolublemente ligado. La regulación específica del daño moral que contienen los arts.522 y 1078 del Código Civil, en modo alguno permiten inferir su apartamiento de los principios generales de la reparación"; criterio éste reafirmado por la propia Corte Suprema, al decidir que el pronunciamiento que estableció la indemnización del daño moral sufrido por el actor en unas sumas "que no cubren mínimamente los requerimientos de la prudencia en la determinación del perjuicio causado (.) ha establecido su cuantía en términos que desvirtúan el principio de la reparación integral propio de la materia en examen, razón por la cual no satisface el requisito de debida fundamentación exigible en las decisiones judiciales" (C.S.J.N., 01.04.1997, in re "LACUADRA, Ernesto Adolfo y Otros c. S.A. Nestlé de Productos Alimenticios" , en ED 1997, tomo 174, pág. 259).

También sobre las facultades del Tribunal para fijar prudencialmente el monto se ha resuelto "la fijación del importe por daño moral es de difícil determinación ya que no se halla sujeto a cánones objetivos, sino a la prudente ponderación sobre la lesión a las afecciones íntimas de los damnificados, los padecimientos experimentados, o sea, agravios que se configuran en el ámbito espiritual de las víctimas y que no siempre resultan claramente exteriorizados, hallándose así sujeto su monto a una adecuada discrecionalidad del sentenciante" (Cám. Nac. Civ., Sala F, 05.08.1997, in re "DEPAOLINI, Jorge R. c. Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires", en JA 20.05.1998, págs. 48 y ss.). En idéntico sentido, "La fijación del importe del daño moral es de difícil determinación, ya que no se halla sujeta a cánones objetivos, sino a la prudente ponderación sobre la lesión a las afecciones íntimas de los damnificados, los padecimientos experimentados, agravios que se configuran en el ámbito espiritual de las víctimas, y que no siempre resultan claramente exteriorizados, hallándose sujeto su monto a una ponderada discrecionalidad del juzgador" (Cám. Nac.Civ., Sala F, 12.05.1992, in re "CENTURIÓN de MORENO, Elvira c. RASTELLI, Favio V. y Otro", en LL 1993-B, índice por materia, 26).

Sentado lo anterior, el Tribunal hace saber que, como directriz general para el examen de los daños, participa del criterio que no debe aceptarse la multiplicidad de rubros resarcitorios, los que se limitan en número al daño patrimonial y moral (GOZAÍNI, Osvaldo; "La legitimación en el proceso civil", Buenos Aires, Ediar, 1996, pág. 416; entre otros), posición en que se ha manifestado la Alzada (CCCRos, Sala IV, Ac. No. 371, 12.08.2005, in re "MORENO, Zulema del C. y Ot. c. PIATTI, Héctor s. Daños y Perjuicios"), agregándose que la lesión o daño estético y la lesión o daño psíquico o psicológico, son rubros a tener en cuenta para evaluar la entidad del perjuicio, pero cualquiera de éstos no configura un daño de distinta naturaleza, o con entidad propia, sino que al momento de fijar la cuantía de la indemnización, se los debe incluir dentro del daño patrimonial o moral, según los intereses afectados, en esto, siguiendo la opinión de la doctrina en la materia (VÁZQUEZ FERREYRA, Roberto; "La legitimación activa para reclamar indemnización por daño moral", Rev. Jca. Delta, Nos. 9/10, pág. 78).

4.3.2. Es por todo lo expresado, atento a todas estas circunstancias, que nos enfrentamos a la difícil tarea de justipreciar el dolor humano, para lo cual ha de tenerse en consideración lo referido por la perito Psicóloga, en el sentido que la actora "presenta un daño psicológico moderado como consecuencia directa del accidente sufrido, ya que, a pesar de mostrar algunos signos característicos de una neurosis traumática, esto no le impide continuar con su vida cotidiana" (punto 1, fs. 196), fijando una incapacidad psíquica del 10 al 25 % (punto 2, fs.197), puntualizando que "El daño psicológico observado en la peritada no es incapacitante ni incide directamente en su vida de relación tanto en el área laboral, familiar y cultural" (punto 4, ídem), y proponiendo tratamiento acorde con una terapia breve (punto 5, ídem).

Teniendo una vez más en cuenta las facultades legalmente conferidas al Tribunal por el art. 245, CPCC, y las condiciones particulares de la víctima que se explicitan precedentemente, se declara procedente el rubro y se fija el mismo en la suma de $ 22.300.-

5. En lo atinente a las costas, atento el éxito obtenido que se pondera jurídicamente y por aplicación del principio normativo del vencimiento objetivo, serán impuestas a los demandados (art. 251 , CPCC).

Por el mérito de los fundamentos que anteceden, el Tribunal Colegiado de Responsabilidad Extracontractual de la Segunda Nominación de Rosario, RESUELVE: I) Hacer lugar a la demanda y, en consecuencia, condenar a Zulma Graciela Marti, Gabriel Caramutti y Diana Caramutti, a pagar a la actora, dentro del término de diez (10) días la suma de $ 78.900.- II) El capital devengará un interés no acumulativo de acuerdo a las siguientes pautas: a) desde el día del hecho y hasta el vencimiento del plazo que esta sentencia otorga para el pago, se aplicará sobre el capital el promedio entre las tasas activa y pasiva mensual sumado que abone el Nuevo Banco de Santa Fe S.A. (índice diario); b) desde el vencimiento de dicho plazo y hasta su efectivo pago, el capital indemnizatorio y los honorarios devengarán un interés equivalente al doble de la tasa referenciada. III) Regular por su actuación en autos los honorarios profesionales de los Dres. Claudio Ricardo Desideri, Pablo Santiago Bertossi (dejando sin efecto la regulación provisoria establecida por Auto Nro. 6292, de fecha 26.05.2009, obrante a fs. 130), Silvina Fátima Castellani y Eliseo Héctor Castellani, conjuntamente y en proporción de ley, en la suma de $ .- (. unidades jus); los de los Dres. José Luis Ceballos, Valeria Franichevich y Emanuel Andrés Álvarez, conjuntamente y en proporción de ley, en la suma de $ .- (. unidades jus); y los de los peritos Dr. Rodolfo Alberto Nazario Valenti y Ps. Rosa Filomena De Lorenzo, en la suma de $ .- (. unidades jus) para cada uno de ellos. IV) Imponer las costas a los demandados. V) Insértese, agréguese copia y hágase saber.

Autos: "DI FILIPPO, Carolina N. c. CARAMUTTI, Zulma y Ots. s. Daños y Perjuicios", Expte. Nro. 1454/2007, y su acumulado "DI FILIPPO, Carolina N. c. CARAMUTTI, Zulma y Ots. s. Declaratoria de Pobreza", Expte. Nro. 917/2006.-
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